DESALOJO POR FALTA DE PAGO – CONTRATO VERBAL – CARGA DE LA PRUEBA – MENORES RESIDENTES EN EL INMUEBLE.-

SENTENCIA NUMERO: 75. 

Marcos Juárez, 10/06/2019. 

Y VISTOS: Estos autos caratulados “GOMEZ STELLA MARIS C/ FERNANDEZ RAQUEL - DESALOJO” (Expte Nº 3457649), de los que resulta: a) Que a fs. 8/9 comparece Stella Maris Gómez, con patrocinio letrado de los abogados Pablo Abel Barovero y María de los Angeles Bini, y promueve demanda de desalojo en contra Raquel Fernández y los ocupantes del inmueble sito en calle 3 de febrero 1127 de la ciudad de Marcos Juárez, provincia de Córdoba. Manifiesta, en cuento a los hechos, que junto a su marido, y tras un lazo de amistad y confianza que los unía con la demandada y su ex pareja, Walter Ferragurt, le dieron en alquiler, de manera verbal, la propiedad ubicada en calle 3 de febrero 1127 de esta ciudad. Expresa que la accionada dejó de abonarle el alquiler y, tras ser llamada por teléfono reclamándole el pago de los alquileres adeudados, le solicitó que la esperara hasta que consiga otra propiedad para vivir, pero nunca se fue. Dice que este hecho motivó que la actora le enviara una carta documento intimándola a la devolución del bien referenciado, sin que a la fecha haya logrado la restitución del inmueble, razón por la cual se vio obligada a iniciar la presente acción. Ofrece prueba documental, confesional y testimonial, y funda su derecho en el art. 750 y conc. del CPCC. A fs. 14 amplia la demanda la accionante, y manifiesta que el alquiler pactado ascendía a la suma de pesos dos mil ($ 2.000) mensuales. b) Impreso a la causa el trámite de juicio abreviado (fs. 18), y citada la demandada de comparendo y para que conteste la demanda, a fs. 28/30 comparece María Raquel Fernández, con patrocinio del Asesor Letrado de la sede. Pide participación por derecho propio y en representación de sus hijos menores de edad, solicita la declaración de nulidad del trámite por vicio en la citación inicial y, subsidiariamente, contesta la demanda. Indica que la carta documento que le fuera remitida fue recibida en forma irregular, desconocido el tenor de la misma por ser una persona de escasa intelectualidad. Dice que cuando pudo informarse sobre lo que sucedía le introdujeron una cédula en su domicilio, sin siquiera golpear su puerta para recibir la información necesaria. Reconoce que reside en el inmueble de autos, junto a su núcleo familiar que integra con sus hijos, desde hace más de ocho años. Expresa que Maria Estela Gomez le alquiló en forma verbal el inmueble por el plazo necesario hasta que sus hijos arribaran a la mayoría de edad, restando para que se cumpla dicho plazo doce años, atento a que la mas pequeña tiene ocho años. Que su contraprestación era pagarle una suma de dinero exigua y de acuerdo a sus posibilidades laborales y debía mantener el bien en debida forma. Agrega que se pretende ignorar, en forma dolosa, lo acordado oportunamente entre las partes, ya que no ha dejado de abonarle el alquiler y ha mantenido el bien en perfectas condiciones. Aduce, asimismo, que ha introducido importantes mejoras en el inmueble junto a su pareja, Walter Ferragut, consistentes en mejorar la cocida comedor, se revocó una habitación y el baño y se colocaron cerámicos, manteniéndose la pintura en general. Ofrece prueba documental (partidas de nacimiento y facturas de servicios) y testimonial. c) Que mediante proveído de fs. 40 se rechaza sin más trámite el planteo de nulidad y a fs. 43 se ordena la producción de las pruebas ofrecidas por las partes, y de cuyo diligenciamiento dan cuenta las constancias de autos. e) Dictado el decreto de autos (fs. 74) y firme el proveído, queda la causa en estado de resolver.

Y CONSIDERANDO: 1) Que conforme resulta de las constancias de la causa y de lo relatado precedentemente, los actores promueven demanda de desalojo respecto del inmueble sito en calle 3 de febrero 1127 de esta ciudad de Marcos Juárez, provincia de Córdoba, por falta de pago del canon convenido mediante contrato verbal. 2) Que citada la demandada de conformidad a lo dispuesto por los arts. 750 y sig. CPCC, a fs. 28/30 comparece María Raquel Fernández, con patrocinio del Asesor Letrado de la sede y pide el rechazo de la demanda, basando su pretensión en lo oportunamente acordado con la accionante y en el hecho de convivir en la finca junto a sus hijos menores de edad, también en que no ha dejado de cumplir con las contraprestaciones a su cargo. 3) Que así trabada la litis, debe recordarse que “el desalojo es el proceso, por el que se pretende recuperar u obtener el uso y goce de un inmueble, ocupado por quien carece de derecho a continuar en esa ocupación” (Venica, H., Código Procesal Civil y Comercial de la Provincia de Córdoba, T.VI, p.233). Que conforme lo prescribe el art. 750 del CPCC, el juicio de desalojo procede contra el locatario, sublocatario, tenedor precario, intruso o cualquier otro ocupante cuya obligación de restituir sea exigible. Se afirma en doctrina que “…el juicio de desalojo es el medio previsto por la ley procesal para asegurar el uso y goce de un bien inmueble, que se encuentre ocupado por quien carece de título para ello, sea por tener una obligación exigible de restituirlo o por revestir el carácter de simple tenedor sin pretensiones a la posesión…”(Salgado, Ali J. “Locación, Comodato y Desalojo, La Rocca, Buenos Aires, 1994, p. 261), por lo que quedan excluidas de su ámbito todas las otras cuestiones vinculadas al desahucio que excedan el conflicto meramente atinente a la tenencia de la cosa. Ahora bien, esta acción se sustancia mediante un procedimiento abreviado en el cual, el actor debe acreditar los extremos por él invocados, es decir, pesa sobre él la carga procesal de probar su derecho de hacerse de la ocupación efectiva de la cosa mediante la existencia de un título que justifique reclamar para sí, el derecho al uso y goce del inmueble y por su parte, la demandada que resista la acción deberá acreditar su derecho a mantenerse en la ocupación efectiva del inmueble. 4) Que en este contexto, corresponde señalar que se halla incontrovertido entre las partes el derecho invocado por la accionante. Que sin perjuicio de ello, a fs. 4/5 y 6/7 luce constancia registral y copia concordada de Escritura Pública nº 135, mediante la cual se demuestra el derecho de dominio de la accionante. Que si bien la demanda no hace mención expresa a que la acción de desalojo se funda en la falta de pago de alquileres, lo cierto es que se manifiesta, entre el relato de los hechos, que la falta de pago de la demandada fue el motivo por el cual se reclama la restitución del bien. De esta manera, la accionada al contestar la demanda manifiesta haber abonados los alquileres pactados pero sin embargo no ha acompañado los recibos de los mismos (art. 757 del CPCC), ni demostró consignar el valor de los cánones locativos con anterioridad a la demanda (art. cit) de manera que la mera expresión de pago por parte del señalado incumplidor, resulta totalmente insuficiente e ineficaz para rechazar la acción de desalojo. Tampoco será obstáculo para el lanzamiento el reclamo de mejoras (art. 762 del CPCC), las cuales, vale destacar, tampoco fueron demostradas por ningún medio de prueba. Que en este orden de ideas, corresponde hacer lugar a la demanda de desalojo entablada por Stella Maris Gómez en contra de María Raquel Fernández, condenando a esta última, a desalojar el inmueble de que se trata, sito en calle 3 de febrero 1127 de esta ciudad de Marcos Juárez, Provincia de Córdoba, junto a las personas y cosas puestas por ella o que de ella dependan, en el plazo de diez días, bajo apercibimiento de lanzamiento por la fuerza pública. 5) Que en relación a la existencia de menores habitando el inmueble objeto de desalojo, se ha señalado “… la parte actora no es garante, ni tampoco responsable, del derecho a la vivienda de los menores; son sus padres (si están en condiciones) y, subsidiariamente, el Estado, quienes deben afrontar tal compleja problemática. Es imprescindible que el poder jurisdiccional (en todas sus instancias) vaya en busca de una adecuada compatibilización y composición de intereses, aun en forma oficiosa, al haber -insisto- menores de edad involucrados y eventualmente afectados por la materialización de lo aquí decidido”. “El art.27 de la Convención sobre los Derechos del niño establece que "los Estados Partes reconocen el derecho de todo niño a un nivel de vida adecuado para su desarrollo físico, mental, espiritual, moral y social", que "a los padres u otras personas encargadas del niño les incumbe la responsabilidad primordial de proporcionar, dentro de sus posibilidades y medios económicos, las condiciones de vida que sean necesarias para el desarrollo del niño" y que "los Estados Partes, de acuerdo con las condiciones nacionales y con arreglo a sus medios, adoptarán medidas apropiadas para ayudar a los padres y a otras personas responsables por el niño a dar efectividad a este derecho y, en caso necesario, proporcionarán asistencia material y programas de apoyo, particularmente con respecto a la nutrición, el vestuario y la vivienda" (Cámara de Apelaciones en lo Civil y Comercial de Morón, Sala II, 26/11/2015, “C. S. M., C. O. E. y C. J. C. c/ R. R. O. y otros s/ desalojo”, Diario Jurídico de Córdoba -edición digital-, N° 3118, 03/12/2015, p. 1 y sig., www.diariojuridicocba.com.ar, en igual sentido, C9ºCC Cba., 24/06/2016, “Chiera, Carlos Mario c/ Mercado, María del Rosario y Otros – Desalojo – Otras Causas – Recurso de Apelación” (Expte. Nº 2329015/36), reseñado en www.comercioyjusticia.info). Que de esta manera, la existencia de niños que convivan en el inmueble en cuestión, no resulta impedimento para llevar adelante el desalojo de la finca, sin perjuicio de que, previo a la ejecución de la presente sentencia, se deberán anoticiar las circunstancias del caso a la Oficina de Derechos Humanos y Justicia, dependiente del Tribunal Superior de Justicia de la Provincia de Córdoba y a la Secretaría de Niñez, Adolescencia y Familia (SENAF), a los fines de que, en virtud de lo normado por el art. 75 inc. 23 Const. Nac., eventualmente, en caso de que fuera menester, procedan a procurar una solución inmediata al problema habitacional de los niños residentes en el inmueble objeto del juicio, en consonancia con lo dispuesto en el art. 27 de la Convención sobre los Derechos del Niño, art. 25 de la Declaración Universal de Derechos Humanos, art. 11 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales y art. XI de la Declaración Americana de Derechos y Deberes del Hombre, normativa de jerarquía constitucional conforme lo dispuesto por el art. 75 inc. 22 Const. Nacional (art. 1 Cód. Civ. y Com.). Cabe destacar asimismo, que el Ministerio Público Pupilar ya ha tomado conocimiento de la situación, toda vez que el Asesor letrado de la sede ha intervenido en el proceso como patrocinante de la demandada (madre de los menores de edad). Asimismo, y a los fines de procurar una mayor protección de los derechos e intereses de los menores de edad involucrados, se deberá poner en conocimiento esta especial circunstancia a la Municipalidad de Marcos Juárez, a fin de que, en caso de corresponder, junto con los restantes organismos mencionados, procure una respuesta satisfactoria al interés superior de los niños. De otro costado, y para el caso de ejecutarse la medida de desalojo, se deberá respetar lo previsto por el Ac. Regl. T.S.J. Nº 2 Serie “B”, del 15/02/2000, y efectuarse el procedimiento en horario matutino. 6) Que las costas del juicio se imponen a la parte demandada que resulta vencida (art. 130 CPCC). 7) Que atento lo previsto por el art. 66 de la ley 9459 –por remisión expresa del art. 67 de la ley citada-, la base a tener en cuenta a los fines de la regulación de honorarios, será la que resulte de multiplicar el alquiler mensual presunto denunciado a fs. 14, por el plazo mínimo legal de duración de un contrato de locación, esto es por 24 meses. Que efectuados los cálculos pertinentes, se obtiene la suma de pesos cuarenta y ocho mil ($ 48.000) y aplicada la escala del art. 36 de la ley 9459, da como resultado una suma inferior al mínimo establecido para este tipo de juicios -15Jus-, por lo que corresponde, en definitiva, regular los honorarios de los abogados Pablo Barovero y María de los Angeles Bini, en conjunto y proporción de ley, en el equivalente a dicho mínimo legal. Corresponde regular también, honorarios por tareas previas y apertura de carpeta (art. 104 inc. 5 ley 9459). Por lo expuesto, normas legales citadas y lo dispuesto en los arts. 1198, 1208, 1210, 1217, 1219 inc. c, y conc. Cód. Civ. y Com. de la Nación, arts. 130, 750, 751, 753, 754, y 755 conc. del CPCC.

RESUELVO: I) Hacer lugar a la demanda y, en consecuencia, condenar a la demandada María Raquel Fernández a desalojar el inmueble sito en calle 3 de febrero 1127 de esta ciudad de Marcos Juárez, Provincia de Córdoba, junto con todas las personas y cosas puestas por ella y que de ella dependan, dentro del plazo de diez días de notificada la presente resolución, bajo apercibimiento de lanzamiento. II) Oficiar a la Oficina de Derechos Humanos y Justicia, dependiente del Tribunal Superior de Justicia de la Provincia de Córdoba, a la Secretaría de Niñez, Adolescencia y Familia (SENAF) y a la Municipalidad de Marcos Juárez, de manera previa al lanzamiento dispuesto en el punto anterior, a los fines que, en caso de ser menester, procuren atender la problemática de los niños residentes del inmueble de autos, conforme al interés superior del niño. III) Imponer las costas a la parte demandada vencida. IV) Regular, en forma definitiva, los honorarios de los abogados Pablo A. Barovero y Maria de los Angeles Bini, en conjunto y proporción de ley, en la suma de pesos catorce mil ochocientos ochenta y ocho con veinticinco centavos ($ 14.888,25) por sus trabajos en el juicio, y en la suma de pesos dos mil novecientos setenta y siete con sesenta y cinco centavos ($ 2.977,65) por tareas previas y apertura de carpeta, con mas el porcentaje correspondiente a IVA, atento la condición de Responsable Inscripta de la abogada Maria de los Angeles Bini. Protocolícese, agréguese copia al expediente y hágase saber.-
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